Radicación No: 66001-31-05- 003-2017-00321-01
José Libardo Jaramillo Ocampo vs. Eddy Emilio Bejarano Pérez

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de Segunda Instancia, 23 de septiembre de 2019.

Radicación No:

66001-31-05- 003-2017-00321-01

Proceso: 

Ordinario Laboral

Demandante:

José Libardo Jaramillo Ocampo  

Demandado:

Eddy Emilio Bejarano Páerez

Juzgado de origen:
Tercero Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:
Francisco Javier Tamayo Tabares.

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / DETERMINACI0ÓN DE SU EXTREMO FINAL / ANÁLISIS PROBATORIO / PRESCRIPCIÓN APORTES PENSIONALES / INDEMNIZACIÓN MORATORIA / CONVENCIMIENTO ÍNTIMO, AUNQUE EQUIVOCADO SOBRE LA INEXISTENCIA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO.
Acorde con el recorrido procesal la jueza del conocimiento dio por acreditado el contrato de trabajo celebrado entre las partes del 31 de diciembre de 2005 al 1º de enero de 2010, sin que la demandada hubiese ofrecido reproche… En tanto, que su antagonista procesal encaminó su inconformidad, a que el hito final de la relación no se hubiera extendido a abril de 2017, calenda en que radicó ante la autoridad administrativa del trabajo su renuncia.

Argumento este último, que rebatió la sentenciadora de primer grado, al negar la calidad de tal renuncia, dado que para dicha época, José Libardo Jaramillo no prestaba sus servicios a Eddy Emilio Bejarano, puesto que la responsabilidad como administrador de la finca, la poseía sus hijos o hermanos.

En orden a dilucidar esta primera cuestión, la razón no está de lado de la funcionaria judicial, en la medida en que milita que, luego de 2010, José Libardo Jaramillo siguió ostentando la tenencia de los predios de Eddy Emilio Bejarano, así lo confirma la versión de Martín Alberto Berrio Duque, vecino o colindante del fundo del demandado, quien fue referente de las labores que en predios de éste proyectaba el actor, tales como abonar, recoger frutales, etc. (…)
Tampoco resulta razonable pensar que en la actividad que ejerció el actor, no recibiera instrucciones y estuviera sometido a jornadas y horarios impuestos por el empleador, en orden a considerarlo como independiente, tal cual se pregona en la contestación de la demanda, dado que por la naturaleza propia de tales funciones, resultaba obvio que tal sometimiento a las órdenes y demás instrucciones, sobrevinieron a causa de su vinculación de manera dependiente, y no de forma independiente, al no darse la condiciones prevista en el artículo 34-1 del C.S.T.

Y, las mismas condiciones subsistieron antes y después de 2010, por lo que, como lo ha decantado el órgano de cierre de especialidad laboral:
“En estos casos la aludida regla probatoria [art. 23 C.L] debe ser rigurosamente seguida. El juez debe observar si existe un motivo para admitir el sustancial cambio de la relación y si la independencia jurídica está probada con medios de convicción que le permitan ver, con toda claridad, que la subordinación laboral en efecto cedió ante una total independencia jurídica propia de los contratos civiles, mercantiles y de otro orden (el mandato, la prestación de servicios independientes, la procuración, la agencia, etc.). El rigor en esta materia es ineludible, porque decisiones judiciales que sean tolerantes invitan a evadir el cumplimiento de la ley laboral y a permitir que el beneficiario del servicio aproveche la necesidad del trabajador dependiente para imponerle condiciones que lo perjudican inmediatamente y que afectarán el legítimo disfrute de sus derechos laborales reconocidos por la ley y su seguridad frente al riesgo de vejez, con grave daño no sólo individual sino social” (CSJ, SL, 16 de mayo de 2005 y SL, 28 de agosto de 2007, radicaciones: 23987 y 28716). (…)
De tal suerte, que se declarará la existencia de la relación laboral desde el 31 de diciembre de 2005 hasta el 1 de abril de 2017, fecha del escrito de renuncia presentado al Ministerio del Trabajo Dirección Territorial de Risaralda, el 8 de mayo siguiente…

… vistas las premisas precedentes, bien pudiera argüirse que el obligado, estuvo guiado por su convencimiento íntimo, aunque equivocado, de no hallarse con su oponente, frente a una relación gobernada por un contrato de trabajo, y por ende, asistido de razones de buena fe capaces de exonerarlo de la indemnización moratoria deprecada, tanto con base en el artículo 65 del C.S.T, como del 99 de la Ley 50 de 1990…
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la decisión del juzgado de conocimiento proferida el 18 de julio de 2018 debió ser confirmada. (…)
… si bien existió una prestación personal del servicio por parte del señor José Libardo Jaramillo Ocampo en los predios de propiedad del señor Eddy Emilio Bejarano Páerez después del año 2010 e inclusive hasta el año 2017, lo cierto es que no quedó acreditado que dichos servicios se ejecutaron a través de un contrato de trabajo, pues, aun dándosele aplicación al artículo 24 del CST que contiene una presunción legal, la misma queda totalmente desvirtuada, por lo ya mencionado.

Bajo tales circunstancias, acertó la funcionaria de primer grado, al declarar la existencia del contrato de trabajo hasta el 1º de enero de 2010, encontrándose prescritos todos los derechos laborales a que hubiera tenido derecho el actor, salvo los aportes a la seguridad social…
De otro lado, debe advertirse que la decisión de dar por terminada una relación laboral, debe ser debidamente comunicada o informada, ya sea al trabajador o al empleador, pues no de otra manera puede tener efectos la misma, siendo necesario que se expongan los motivos que llevaron a tomar tal determinación, sin que con posterioridad se pueden alegar razones diferentes a las señaladas en ese momento, todo conforme al parágrafo del artículo 7º del Decreto 2351 de 1965.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL

En Pereira, hoy (23) de septiembre de dos mil diez y nueve (2019), siendo las diez y veinte minutos de la mañana (10:20 a.m.), la magistrada y los magistrados que integran la Sala de Decisión No. 3 del Tribunal de Pereira, cuyo orden alfabético varió por dinámica de Sala, declaran formalmente abierto el acto, para decidir tanto el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, como el interpuesto por el demandado, contra la sentencia proferida el 18 de julio de 2018 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por José Libardo Jaramillo Ocampo contra la Eddy Emilio Bejarano Páerez. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia, empezando por la recurrente, con la advertencia de que su exposición versará en torno a lo que fue motivo de apelación. Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir en estos términos:

ANTECEDENTES

Pretende la parte actora se declare que entre él y el demandado existió un contrato de trabajo entre el 15 de septiembre de 2005 y el 1º de mayo de 2017, y en consecuencia, se condene a este último a reconocer y pagar el reajuste salarial, las prestaciones sociales, vacaciones, aportes a seguridad social integral, las sanciones por despido injusto, por no consignación de cesantías a un fondo, por no pago de salarios y prestaciones sociales, la indexación de las condenas y, las costas del proceso. 
Como fundamento a sus pretensiones expuso básicamente que laboró al servicio del demandado, cumpliendo funciones de siembra, abono, limpieza de cultivos entre otras, además de vigilar y cuidar la finca donde prestaba el servicio, según disposición del propietario de esta o de su mayordomo; que devengó para el 2017 un salario de $310.000 quincenales; que sufrió quebrantos de salud debido a la presión laboral, motivo por el que presentó renuncia en el mes de abril de 2017, remitiendo constancia al Ministerio del Trabajo; que nunca le cancelaron las prestaciones ni fue afiliado a la seguridad social.  

Trabada la litis, el demandado contestó la demanda, oponiéndose a las pretensiones y proponiendo en su defensa como excepciones de fondo, las de prescripción, mala fe, inexistencia del derecho reclamado, cobro de lo no debido, inexistencia del contrato laboral y falta de legitimación en la causa por activa. 

La jueza del conocimiento accedió parcialmente a las pretensiones, puesto que apenas declaró el contrato de trabajo habido entre las partes, del 31 de diciembre de 2005 al 1o de enero de 2010, y la condenó al pago de aportes a la seguridad social por pensiones, declaró probada la excepción de prescripción sobre los demás créditos reclamados, y no probadas las demás excepciones, aunque absolvió al demandado por el resto de pretensiones. Condenó en costas a éste en un 20%. 

Inconformes las partes se alzaron contra la decisión. El demandante solicitando se tenga como hito final de la relación laboral el día en que presentó su renuncia, la cual fue radicada ante autoridad administrativa el mes de abril de 2017. 

Por su parte, el demandado replicó que al no haberse presentado la demanda dentro de los tres años siguientes a la finalización del contrato todas las acreencias laborales se encontraban prescritas, incluso, los aportes a seguridad social. 

Nota: Por lo reglado en el inciso final del artículo 280 del Código General del Proceso, de aplicación por la integración normativa autorizada por el artículo 145 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, no es necesario que la Sala se extienda en mayores prolegómenos de este litigio, más cuando son ampliamente conocidos por las partes. 

Problemas jurídicos.

Vista la panorámica anterior, el problema jurídico a resolver por la Sala es el siguiente:

¿Existió contrato de trabajo entre las partes durante el lapso desconocido por la a-quo? 
¿Cómo opera la prescripción de los aportes pensionales?
 CONSIDERACIONES

Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Acorde con el recorrido procesal la jueza del conocimiento, dio por acreditado el contrato de trabajo celebrado entre las partes del 31 de diciembre de 2005 al 1º de enero de 2010, sin que la demandada hubiese ofrecido reproche, dado que su inconformidad frente a la decisión impugnada, se centró exclusivamente, a pregonar la prescripción de la condena al reconocimiento de los aportes a la seguridad social en pensiones. En tanto, que su antagonista procesal encaminó su inconformidad, a que el hito final de la relación no se hubiera extendido a abril de 2017, calenda en que radicó ante la autoridad administrativa del trabajo su renuncia.

Argumento este último, que rebatió la sentenciadora de primer grado, al negar la calidad de tal renuncia, dado que para dicha época, José Libardo Jaramillo no prestaba sus servicios a Eddy Emilio Bejarano, puesto que la responsabilidad como administrador de la finca, la poseía sus hijos o hermanos.

En orden a dilucidar esta primera cuestión, la razón no está de lado de la funcionaria judicial, en la medida en que milita que, luego de 2010, José Libardo Jaramillo siguió ostentando la tenencia de los predios de Eddy Emilio Bejarano, así lo confirma la versión de Martín Alberto Berrio Duque, vecino o colindante del fundo del demandado, quien fue referente de las labores que en predios de éste proyectaba el actor, tales como abonar, recoger frutales, etc.
Rememórese que el demandado en la contestación al escrito inaugural, había negado el vínculo laboral, puesto que con su oponente procesal, no mediaron condiciones de esta clase “ni labores específicas ni particulares, no existió cumplimiento de horario”. Añadió que “se le permitió vivir en la finca pero no en condición de trabajador, y solo se le contrataba… ocasionalmente por prestación de servicios” (al H. 7). En otra respuesta replicó que tal prestación del servicio era para labores muy específicas que no generaban obligaciones de tipo laboral (al H.15).

Sin embargo, como se expuso la defensa del demandado fincada en tales asertos, fue vencida en primera instancia, en la medida en que la a-quo, declaró la existencia del contrato de trabajo por el lapso transcurrido entre el 31 de diciembre de 2005 y el 1 de enero de 2010.

Sin embargo, a esta Sala mayoritaria las afirmaciones realizadas por el deponente Berrio Duque, otorgan entera credibilidad, en orden a establecer que no medió la interrupción del contrato de trabajo, que la decisión de primera instancia supone, en 2010, al no declarar la existencia del contrato más allá de esa calenda, sin que se pueda desdibujar la existencia del contrato de trabajo, por lo afirmación del testigo, en el sentido de que en dos oportunidades le había facilitado al actor uno de los trabajadores del deponente, para que lo reemplazara por cuenta de aquel, ya que José Libardo asumió la remuneración del tercero, mientras se desplazaba a la ciudad de Manizales a fin de atender unas citas médicas.

En efecto, si la posición del demandado, en el curso de esta Litis, era la de que lo unió con el demandante, una contratación de tipo civil de prestación de servicios, obviamente, que no lo tenía asegurado a la Seguridad Social, y el propio trabajador debía asumir sus propias contingencias de salud, las que en las oportunidades dichas por el declarante, fueron atendidas en la ciudad de Manizales, por cuenta y riesgo del mismo trabajador, de allí que los gastos generados por la pérdida de esos días laborables, corrieron a cargo de éste como fue el pago de salarios al tercero que lo reemplazó.  Fue, por tanto, la tergiversación de la verdadera condición de empleador que poseía Eddy Emilio Bejarano, lo que obligaba al pretensor del litigo, a contratar a terceros como reemplazos, cuando en realidad no estaba obligado a hacerlo.
Tampoco resulta razonable pensar que en la actividad que ejerció el actor, no recibiera instrucciones y estuviera sometido a jornadas y horarios impuestos por el empleador, en orden a considerarlo como independiente, tal cual se pregona en la contestación de la demanda, dado que por la naturaleza propia de tales funciones, resultaba obvio que tal sometimiento a las órdenes y demás instrucciones, sobrevinieron a causa de su vinculación de manera dependiente, y no de forma independiente, al no darse la condiciones prevista en el artículo 34-1 del C.S.T.

Y, las mismas condiciones subsistieron antes y después de 2010, por lo que, como lo ha decantado el órgano de cierre de especialidad laboral:

“En estos casos la aludida regla probatoria [art. 23 C.L] debe ser rigurosamente seguida. El juez debe observar si existe un motivo para admitir el sustancial cambio de la relación y si la independencia jurídica está probada con medios de convicción que le permitan ver, con toda claridad, que la subordinación laboral en efecto cedió ante una total independencia jurídica propia de los contratos civiles, mercantiles y de otro orden (el mandato, la prestación de servicios independientes, la procuración, la agencia, etc.). El rigor en esta materia es ineludible, porque decisiones judiciales que sean tolerantes invitan a evadir el cumplimiento de la ley laboral y a permitir que el beneficiario del servicio aproveche la necesidad del trabajador dependiente para imponerle condiciones que lo perjudican inmediatamente y que afectarán el legítimo disfrute de sus derechos laborales reconocidos por la ley y su seguridad frente al riesgo de vejez, con grave daño no sólo individual sino social” (CSJ, SL, 16 de mayo de 2005 y SL, 28 de agosto de 2007, radicaciones: 23987 y 28716).  

 Resta por averiguar, por lo tanto, hasta cuando se extendió el vínculo laboral entre las partes, si como quedó dicho con arreglo a lo expuesto por el deponente Berrio Duque, el contrato no finalizó en 2010, como lo pregonara la primera instancia, sino en una época posterior, teniendo, por otro lado, como referente del último extremo cronológico, la renuncia que obra a folio 16, al no contemplarse otra prueba, y en la medida en que su certeza la confiere su presentación, el 8 de mayo de 2017 ante el Ministerio de Trabajo, Dirección Territorial de Risaralda, por lo que al no conocerse que ese escrito u otro igual, lo hubiere recibido el empleador, no podría predicarse, el presunto despido indirecto, sino la simple renuncia, con la cual se terminaba el contrato de trabajo por decisión unilateral del trabajador. Al efecto, su contendor judicial desconoció haber recibo tal escrito, según respuesta que dio al hecho décimo cuarto (fl. 42), ni milita otra prueba que tienda a demostrar que el accionado hubiese recibido el escrito, motivo por el cual se desestimará la pretensión indemnizatoria por despido injusto.
De tal suerte, que se declarará la existencia de la relación laboral desde el 31 de diciembre de 2005 hasta el 1 de abril de 2017, fecha del escrito de renuncia presentado al Ministerio del Trabajo Dirección Territorial de Risaralda, el 8 de mayo siguiente, sin lugar a reconocimiento del reajuste salarial, dado que se carece del referente de lo entregado cada mes al trabajador, puesto que pese aludirse en los hechos, no obtuvo demostración ni a través de la confesión del demandado, ni por lo vertido en otra probanza.
Por otro lado, se condenará al reconocimiento del auxilio de cesantía, intereses a las mismas, prima de servicios, compensación en dinero de las vacaciones; así como los aportes a la seguridad social en pensiones durante el período aquí reconocido.
Para la liquidación de cada una de aquellas, salvo para el auxilio de cesantía y los aportes a la seguridad social en pensiones, se tomará en cuenta la excepción de prescripción propuesta por el demandado, en los términos de los artículos 488 del C.S.T. y 151 del CPLSS., con arreglo a los cuales, serán fulminadas con tal fenómeno extintivo aquellas prestaciones causadas y no reclamadas con antelación al 17 de julio de 2014, dado que la demanda fue incoada el mismo día y mes de 2017, o sea, que para el período cubierto por la prescripción, el actor dejó transcurrir más del trienio consagrado en aquellas disposiciones para elevar su reclamación judicial.
Se itera, que dicho fenómeno extintivo no comprende los reclamos atinentes al auxilio de cesantías dado que éste se causa a la finalización del vínculo laboral. 

En cuanto a la compensación en dinero de las vacaciones, habrá de estimarse el fenómeno de prescripción, sin perder de vista, la manera singular como se causa en vigencia del contrato de trabajo el crédito de vacaciones.
En consecuencia, se condenará al demandado al pago de los siguientes conceptos:
 Por auxilio de cesantía $6`144.243; Intereses a las mismas $199.388; Prima de servicios $1`800.905 y, Compensación en dinero de las vacaciones $998.992.
  En lo referente a los aportes a la seguridad social en pensiones, por cuya prescripitibilidad aboga el recurrente, el órgano de cierre de la especialidad laboral, ha venido sosteniendo lo contrario, o sea, en torno a su imprescriptibilidad, en la medida en que, tanto, la pensión en sí misma considerada, como los elementos que la integran para su conformación, como son los aportes, participan de su concepto de imprescriptibles, por cuanto: “mientras no se cumplan los requisitos para configurar el derecho pensional obviamente no es exigible y, por lo tanto, no puede comenzar a correr el término prescriptivo; y las cotizaciones son un elemento constitutivo del derecho a la pensión, que… le deben ser aplicadas las mismas reglas, pues carece de todo sentido que el derecho en sí mismo considerado no se vea afectado por el fenómeno de la prescripción, pero que ello no ocurra respecto de los elementos que lo conforman, que, en verdad, le son inherentes”. Sentencia de 6 de mayo de 2010 radicación 35083, y del 18 de febrero de 2004, radicación 21378, en la que reitera su postura, entre otras, sentada en sentencia SL738 de 14 de marzo de 2018. 
Por lo tanto, no sale avante el recurso de la parte demandada, por lo que se adicionará el fallo revisado, en orden a que esta condena abarque el período 2 de enero de 2010 al 1 de abril de 2017.
En lo tocante con las sanciones moratorias previstas en el artículo 65 del CST y 99 de la Ley 50 de 1990, ha predicado el órgano de cierre de la especialidad laboral, entre otras, mediante sentencia SL 2352 del 21 de junio de 2018, que las mismas  ostentan un carácter eminentemente sancionatorio, pues se genera cuando quiera que el empleador  se sustrae, sin justificación atendible, al pago de salarios y prestaciones sociales a que tiene derecho el trabajador a la terminación del vínculo laboral. Recuerda el alto Tribunal que, acorde con la jurisprudencia, la buena fe equivale a obrar con lealtad, rectitud y de manera honesta, es decir, se traduce en la conciencia sincera, con sentimiento suficiente de probidad y honradez del empleador frente a su trabajador que, en ningún momento, ha querido atropellar sus derechos, lo cual está en contraposición con el obrar de mala fe, de quien pretende obtener ventajas o beneficios sin una suficiente dosis de integridad o pulcritud.

Singular, es la situación ofrecida en el sub-examine, dado que:  (i) la relación de trabajo debatida llegó al convencimiento judicial gracias a la presunción del artículo 24 del CL, (ii) igualmente, se ancló para el período subsiguiente a 2010, en la versión de un propietario colindante al fundo del demandado, (iii) se acreditó, así mismo, que el accionado le facilitó al demandante vivienda dentro del predio [aceptación al h.7 fl. 42), (iv) empero, el actor no fungió como administrador del fundo [h.11),  (v) se estila en el medio en que se desenvolvió el demandante, que a menos de tratarse de un administrador o mayordomo, el propietario acude, normalmente, a contratar la mano de obra, por temporadas, como el recurrente lo alegó en la contestación de la demanda, y (vi) las labores desempeñadas por José Libardo Jaramillo Ocampo, se contrajeron a abonar y recoger frutales, según la deponencia de Berrio Duque, actividades que per se no son permanentes.

De tal suerte, que vistas las premisas precedentes, bien pudiera argüirse que el obligado, estuvo guiado por su convencimiento íntimo, aunque equivocado, de no hallarse con su oponente, frente a una relación gobernada por un contrato de trabajo, y por ende, asistido de razones de buena fe capaces de exonerarlo de la indemnización moratoria deprecada, tanto con base en el artículo 65 del C.S.T, como del 99 de la Ley 50 de 1990, por lo que, se dispondrá a cambio la indexación de las sumas debidas a la finalización del contrato de trabajo, como fuera pedida en la demanda.   
En consecuencia, se modificará la sentencia de primer grado, en los términos dichos.
Costas en ambas instancias a cargo del demandado en un (50%). 
En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala de decisión Laboral No. 3, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Modifica la sentencia apelada. Como consecuencia:

1. Declara la existencia del contrato de trabajo habido entre José Libardo Jaramillo Ocampo y Edy Emilio Bejarano Paerez, desde el 31 de diciembre de 2005 hasta el 1o de abril de 2017.

2. Condena a Edy Emilio Bejarano Paerez, y a favor de  José Libardo Jaramillo Ocampo, a reconocer los siguientes conceptos y valores por auxilio de cesantía $6`144.243; Intereses a las mismas $199.388; Prima de servicios $1`800.905 y, Compensación en dinero de las vacaciones $998.992. Todas debidamente indexadas.
Igualmente, al pago de los aportes de la seguridad social, por el período corrido del 31 de diciembre de 2005 al 1 de abril de 2017, con un IBC equivalente a 1 SMLMV para cada anualidad. El obligado, pagará el titulo pensional, dentro de los quince (15) días siguientes al recibo de su liquidación, a la entidad de seguridad social en la que se encuentre afiliado José Libardo Jaramillo Ocampo, o a la que éste elija, si aún no está afiliado.

Una vez se dicte al auto de estese a lo resuelto, el juzgado oficiará, a la mayor brevedad, a la entidad de seguridad social correspondiente, para que con base en la información que ésta requiera proceda a determinar el cálculo actuarial, equivalente a la deuda por aportes pensionales.
3. Declara no probada la excepción de prescripción sobre el reclamo de aportes a la seguridad social en pensiones, parcialmente, probada la misma excepción sobre los demás créditos causados y no reclamados con antelación al 17 de julio de 2014. Declara no probadas el resto de excepciones.
4. Absuelve a Edy Emilio Bejarano Paerez, de las demás pretensiones.

5. Costas en ambas instancias a cargo de Edy Emilio Bejarano P., y en pro de José Libardo Jaramillo Ocampo, en un 50%. 
Notificación surtida EN ESTRADOS.
No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


        JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

        Magistrada





    Magistrado










    Salva voto
	CONCEPTO
	2005-17 JULIO 2014
	2014
	2015
	2016
	2017
	TOTAL A PAGAR

	CESANTIAS
	 $             4.007.960 
	 $           616.000 
	 $                 644.350 
	 $                689.455 
	 $            186.478 
	 $          6.144.243 

	PRIMA DE SERVICIOS
	 
	 $           280.622 
	 $                 644.350 
	 $                689.455 
	 $             186.478 
	 $          1.800.905 

	INTERES CESANTIAS
	 
	 $              33.675 
	 $                    77.322 
	 $                  82.735 
	 $                5.657 
	 $              199.388 

	VACACIONES
	 
	 
	 
	 
	 $             998.992 
	 $              998.992 


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
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Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la decisión del juzgado de conocimiento proferida el 18 de julio de 2018 debió ser confirmada.

Los argumentos que sustentan mi alejamiento de lo decidido por la mayoría en esta segunda instancia, se basan en los siguientes supuestos jurídicos y análisis del caso, partiendo de la necesidad de resolver como problemas jurídicos, si:
¿Quedó demostrado en el proceso que el contrato de trabajo que existió entre las partes se extendió más allá del 1º de enero de 2010?

¿La renuncia radicada por el señor José Libardo Jaramillo Ocampo ante el Ministerio del Trabajo tiene efectos frente al señor Eddy Emilio Bejarano Páerez? 

¿Habría lugar a exonerar al empleador del pago de los aportes a la Seguridad Social en Pensiones por no haberse presentado la demanda en su contra antes del 1º de enero de 2013? 

Con el propósito de dar solución a los interrogantes resultaba del caso tener en cuenta los siguientes temas jurídicos:
1. LIBRE FORMACIÓN DEL CONVENCIMIENTO DEL JUZGADOR. 

Rememorando lo dicho en la sentencia SL 832-2013, 19 nov. 2013, rad. 44772, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha reiterado en varias providencias, entre otras en la sentencia SL 2833 de 1º de marzo de 2017, que “los sentenciadores de instancia gozan de la «potestad legal de apreciar libremente la prueba» en los términos previstos en el citado artículo 61 del C.P. del T. y de la S.S., para, con ello, formar su convencimiento con base en el principio de la sana crítica, acerca de los hechos discutidos. Esto, con base en aquellos elementos de prueba que más los induzcan a hallar la verdad real, siempre y cuando las inferencias del juzgador sean lógicas y aceptables, por lo cual quedan abrigadas por la presunción de legalidad. De suerte que los jueces de instancia, conforme a esa potestad legal, pueden válidamente fundar su decisión en aquellos elementos probatorios que les merezcan mayor persuasión o credibilidad, ya sea en forma prevalente o excluyente de lo que surja entre una u otra prueba, sin que esa escogencia razonada configure un yerro”.

2. DE LOS APORTES A LA SEGURIDAD SOCIAL.

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha sostenido de tiempo atrás frente al pago de los aportes pensionales, que como los mismos constituyen parte fundamental para la financiación y consolidación del derecho a la prestación económica, no resulta posible aplicar la prescripción sobre tal derecho, situación que no ocurre en cuanto a las mesadas pensionales o reajustes dejados de cobrar oportunamente.

Sobre el tema, esa Corporación en sentencia SL 738 de 14 de marzo de 2018, indicó:

“En torno a este punto, en sentencias como las CSJ SL792-2013, CSJ SL7851-2015, CSJ SL1272-2016, CSJ SL2944-2016 y CSJ SL16856-2016, entre otras, la Corte ha sostenido que mientras el derecho pensional esté en formación, la acción para reclamar los aportes pensionales omitidos, a través de cálculo actuarial, no está sometida a prescripción. En similar dirección, en sentencias como las CSJ SL, 8 may. 2012, rad. 38266, y CSJ SL2944-2016, señaló que «…el pago de los aportes pensionales al sistema de seguridad social, en tanto se constituyen como parte fundamental para la consolidación del derecho a la pensión de jubilación, no están sometidos a prescripción…» 

Si bien es cierto que, a partir de algunas de las anteriores decisiones, podría pensarse que el pago de los aportes pensionales omitidos, a través de cálculo actuarial, que es lo que en esencia se discute en este proceso, sí prescribe, pero teniendo en cuenta que la obligación se hace exigible a partir del momento en el que se reconoce la pensión de vejez o de jubilación, la Corte considera prudente precisar su doctrina, en cuanto a que, por tratarse de aportes pensionales, que constituyen capital indispensable para la consolidación y financiación de la prestación y, como consecuencia, están ligados de manera indisoluble con el estatus de pensionado, no pueden estar sometidos a prescripción. Así se consideró en la sentencia CSJ SL, 8 may. 2012, rad. 38266, que se refirió a la imprescriptibilidad de cálculos actuariales necesarios para financiar la pensión”.
EL CASO CONCRETO

Le correspondía a la Sala abordar el estudio acerca de la prescriptibilidad de los aportes a la Seguridad Social en Pensiones, quedando por fuera de toda discusión la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo entre el accionante y el señor Eddy Emilio Bejarano Páerez, entre el 31 de diciembre de 2005 y el 1º de enero de 2010, pues el demandado no presentó ninguna inconformidad al respecto; mientras que la parte actora, motivó su recurso de apelación en cuanto al hito final que se tuvo de esa relación laboral y la forma en que terminó la misma.

Respecto al argumento expuesto por el accionado, bastaba tener en cuenta el aparte jurisprudencial anteriormente referido, para concluir que los aportes a la seguridad social no están sometidos a esa forma de extinción de las obligaciones –fenómeno de la prescripción-, como acertadamente lo consideró la funcionaria de primera instancia. En consecuencia, debió confirmarse la condena impuesta a cargo del señor Eddy Emilio Bejarano Páerez por dicho concepto. 

Ahora, la parte accionante insistió en que el contrato de trabajo declarado en primera instancia se extendió hasta el año 2017, debiéndose entonces analizar los testimonios de los José Fernando Morales Blandón, Diego Ernesto Correa Berrio y Martín Alberto Berrio Duque frente a dicho punto.

Del recuento efectuado por los dos primeros declarantes y para lo que interesa al presente asunto, se puede colegir que ambos tuvieron un conocimiento directo acerca de la prestación personal del servicio del señor José Libardo Jaramillo Ocampo en la finca La María y en favor del accionado, pero solo hasta el año 2010, pues después de esa fecha se desplazaron a otros lugares, sin que volvieran a tener contacto o a visitar dicho predio.

Por su parte el señor Martín Alberto Berrio Duque, indicó que por más de 20 años ha vivido en una finca que colinda con la del señor Eddy Emilio Bejarano Páerez y que en razón de ello vio como el actor hasta el año 2017, ejecutó labores tales como: abonar y recoger frutales en esa propiedad. Igualmente manifestó que durante los últimos 2 o 3 años, el demandante en dos ocasiones le había solicitado le prestara uno de sus trabajadores para que lo reemplazara en sus labores, mientras él cumplía unas citas médicas en la ciudad de Manizales, cubriendo dicho reemplazo el señor Alirio Pudín, a quien el actor le remuneraba directamente ese servicio. 

En ese orden de ideas, puede decirse que efectivamente el único de los testigos mencionados que pudo tener un conocimiento directo acerca de las labores ejecutadas por el actor después del año 2010, fue el señor Martín Alberto, dada su cercanía con la finca La María, sin embargo, tal conocimiento no es indicativo de que tales servicios se hubieran ejecutado a través de un contrato de trabajo, pues, no se explica cómo el accionante, estando supuestamente bajo la continuada dependencia y subordinación del accionado, podía disponer de cualquier persona para que lo reemplazara en sus labores y además, ser él quien directamente se las remunerara, cuando tales facultades no son propias de un verdadero contrato de trabajo.

Significa entonces lo anterior, que si bien existió una prestación personal del servicio por parte del señor José Libardo Jaramillo Ocampo en los predios de propiedad del señor Eddy Emilio Bejarano Páerez después del año 2010 e inclusive hasta el año 2017, lo cierto es que no quedó acreditado que dichos servicios se ejecutaron a través de un contrato de trabajo, pues, aun dándosele aplicación al artículo 24 del CST que contiene una presunción legal, la misma queda totalmente desvirtuada, por lo ya mencionado.

Bajo tales circunstancias, acertó la funcionaria de primer grado, al declarar la existencia del contrato de trabajo hasta el 1º de enero de 2010, encontrándose prescritos todos los derechos laborales a que hubiera tenido derecho el actor, salvo los aportes a la seguridad social, debido a que la demanda se presentó el 17 de julio de 2017, según el acta de reparto de la Oficina de Administración Judicial visible a folio 28 del expediente.

De otro lado, debe advertirse que la decisión de dar por terminada una relación laboral, debe ser debidamente comunicada o informada, ya sea al trabajador o al empleador, pues no de otra manera puede tener efectos la misma, siendo necesario que se expongan los motivos que llevaron a tomar tal determinación, sin que con posterioridad se pueden alegar razones diferentes a las señaladas en ese momento, todo conforme al parágrafo del artículo 7º del Decreto 2351 de 1965. 

No obstante lo anterior, resultaba innecesario efectuar algún pronunciamiento acerca del documento visible a folio 16 del expediente, que fuera radicado por el accionante ante el Ministerio del Trabajo el 8 de mayo de 2017 y titulado como “presentación de renuncia”, por cuanto el contrato de trabajo que lo ató al demandado, estuvo vigente hasta el año 2010. 

Por lo dicho correspondía confirmar la sentencia emitida el 18 de julio de 2018 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito.

Dejo así salvado mi voto.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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